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  Prefacio




  Este libro es el resultado de una investigación de muchos años. Es una indagación que empezó a partir del Caracazo de 1989 –un episodio que, como se sostiene aquí, implicó una ruptura del proceso sociohistórico venezolano– y con el correr de los años ha resultado en esta interpretación sociopolítica global de nuestra historia reciente. El Caracazo fue una sacudida en mi carrera profesional. Me obligó a un cambio de rumbo en los temas e inquietudes que hasta ese momento había trabajado, y me estimuló en la búsqueda de nuevas dimensiones de la realidad, lo que a la larga me fue permitiendo detectar y seguir fenómenos incipientes, que adquirirían peso considerable en la lucha política con el correr del tiempo.




  Los capítulos están basados en un conjunto de artículos escritos desde mediados de la década de los años 90 hasta la actualidad. Algunos son de mi exclusiva autoría; otros fueron elaborados en colaboración con el profesor Luis E. Lander. He indicado la referencia completa del artículo académico original a pie de página al inicio de cada capítulo, lo cual me ha permitido aquí reducir las citas a su mínima expresión. Quien esté interesado en las fuentes completas que sostienen el argumento de cada capítulo puede ir al artículo referido. También he hecho una selección calculada entre los materiales abundantes que tenía disponibles, así que cada capítulo es un reajuste a fondo de los artículos que sirven de base, permitiendo que estos puedan leerse de continuo, como si se tratara de una narración histórica elaborada en un solo tiempo, y no en casi diez años, como es el caso. El propósito de esta estrategia ha sido brindar al lector no especialista un accesible recorrido cognitivo, que le permita comprender de una manera más densa y compleja por qué la sociedad venezolana encontró en un cambio de hegemonía, con todo lo que este concepto lleva implícito, la respuesta que considera por ahora satisfactoria a sus necesidades de adecuación a los cambios mundiales y nacionales.




  Este libro fue posible por numerosos apoyos, a lo largo de estos últimos diez años, de colegas, estudiantes, amigos, familiares e instituciones. Mi gratitud a instituciones como el Woodrow Wilson International Center en Washington, D.C., el Kellogg Institute for International Studies de la Universidad de Notre Dame, la Cátedra Andrés Bello del St. Antony's College de la Universidad de Oxford, el Instituto de Estudios Latinoamericanos de la Universidad de Columbia, espacios académicos donde residí en distintos momentos, y que me permitieron tener acceso a información e infraestructura óptima para pensar y escribir sobre estos temas. Profesores y estudiantes con quienes tuve intercambios de información e ideas me ayudaron a mirar de manera distinta ciertos eventos o detalles de procesos. En Venezuela, fue especialmente importante el aporte institucional de la Universidad Central de Venezuela. Muchos de los artículos sobre los cuales se basan estos capítulos fueron posibles gracias a las condiciones institucionales y los apoyos materiales de mi alma mater. Como directora de la Revista Venezolana de Economía y Ciencias Sociales de la Facultad de Ciencias Económicas y Sociales entre 2000 y 2004, tuve acceso privilegiado a estudios de fondo y de coyuntura sobre los intensos y complejos procesos nacionales, latinoamericanos y mundiales que estábamos atravesando, y conté con un Comité Editorial de altísimo nivel para ayudarme a evaluar con sentido crítico tales procesos.




  Desde 2001 y hasta hoy, he tenido el privilegio de conocer y contar con un grupo de colegas y amigos de agudo sentido analítico, amplia información y grandeza humana. Al “grupo Monagas” dedico este libro, pues las reuniones de un inicialmente pequeño grupo en el apartamento del edificio Monagas, donde vivo, reuniones que dieron lugar al documento colectivo “Un diálogo por la inclusión y la profundización de la democracia”, impulsaron luego un conjunto de reuniones en el Centro de Estudios Rómulo Gallegos y en otros espacios de la ciudad, donde se presentaron innumerables venezolanos y venezolanas para discernir sobre el acontecer nacional en los meses tan difíciles de 2002, entre el golpe de Estado y la paralización de PDVSA. Esa experiencia fue un estímulo excepcional para mantenerme siguiendo y escribiendo sobre esta fase de nuestra historia, enriquecida por el aporte de tantas personas sensibles y talentosas. Quiero en particular agradecer a Antonio González, de Provea, a Ana María Sanjuán, del Centro de Estudios para la Paz de la UCV, a Edgardo Lander, Dick Parker, Magdalena Valdivieso, Ignacio Ávalos, amigos y colegas de Faces-UCV; a Alberto Müller, militar, político e internacionalista; a Mireya Lozada, del Instituto de Psicología Social de la UCV, y a Olga Dragnic, de la Escuela de Comunicación Social. Creo que hay mucho de cada uno de ellos en las páginas que siguen. Una mención especial es para Luis E. Lander, mi esposo, amigo y colega, coautor de algunos de los artículos que sirven de base a capítulos de este libro, compañero de vida y de múltiples aventuras.




  Introducción


  Lucha hegemónica en la globalización neoliberal




  En este libro se describe, analiza e interpreta la transformación sociopolítica que ha tenido lugar en la sociedad venezolana, desde que se iniciara a finales de los años 70 el declive de la democracia hoy conocida como de “Puntofijo”, hasta la implantación e inicial consolidación de un nuevo proyecto para el país de “democracia participativa y protagónica”, identificado como el Proyecto Bolivariano.




  La asombrosa transformación de la sociedad, de la que todos hemos sido testigos y partícipes, es interpretada en este libro en términos de una lucha por la hegemonía. Definimos como lucha hegemónica un proceso dinámico, que ha implicado la creciente y sostenida organización y confrontación entre actores sociales y políticos, donde se van dando avances para unos y retrocesos para otros; donde actores se han ido sumando a una posición o retirándose para ir a otra; donde unos acumulan fuerza y otros la pierden; donde antagonismos iniciales se han modificado, debilitado o desplazado mientras surgen otros antagonismos. En la lucha hegemónica los actores van construyendo mediante su interacción las líneas básicas de proyectos de país, acordes con las demandas y sueños de quienes han participado, modificándose constantemente tales propuestas por la relación con otros actores que se van sumando al proyecto inicial y/o por la acción de adversarios, y aun de observadores. A través, a veces de la confrontación, otras veces del diálogo, de alianzas, elecciones, negociaciones y demás prácticas de la política, han ido emergiendo en la Venezuela del siglo XXI propuestas colectivas de futuro y nuevas relaciones de poder. El Proyecto Bolivariano, materializado primeramente en la Constitución de 1999, e impulsado por el presidente Chávez y su alianza de fuerzas sociopolíticas emergentes, alcanzó al finalizar el siglo el predominio político o la hegemonía. Se entiende este concepto como un “equilibrio inestable”, donde un grupo de actores logró acumular la suficiente legitimidad para acceder al poder y poner en práctica su proyecto para el conjunto de la sociedad. Al dar sus primeros pasos como gobierno en el siglo XXI, esa hegemonía y esos actores parecen consolidarse.




  Al ubicar nuestro análisis en la perspectiva de la lucha hegemónica estamos sosteniendo que el proceso que ha vivido la sociedad ha sido principalmente democrático en su naturaleza, independientemente de que en distintos episodios o vicisitudes, como veremos en diversos capítulos, algunos actores hayan recurrido a prácticas reñidas con esos procedimientos, buscando hacer prevalecer sus intereses particulares a la fuerza. Una transformación hegemónica implica un cambio de relaciones de poder en una sociedad mediante la guerra de posiciones, y la historia humana bien nos muestra que el camino para que eso pueda suceder está peligrosamente lleno de obstáculos, emboscadas y abortos. Por lo general, los que disfrutaban del poder harán lo indecible para mantenerse en él, y los que ahora se sienten con fuerza para dirigir la sociedad buscarán el reconocimiento de ello, a veces también a como dé lugar. La prolífica experiencia histórica indica que lo más común son los cambios violentos. En este sentido, el proceso sociopolítico venezolano, aunque no exento de tales manifestaciones, se erige como un caso interesante y bastante excepcional, toda vez que ha logrado cambios significativos en el orden político sin desatar la violencia y/o el autoritarismo. Como lucha hegemónica, el proceso sociopolítico venezolano se proyecta hacia el futuro en una continuación y profundización de esta dinámica democrática.




  La historia de la lucha hegemónica en Venezuela entre 1983 y 2004 se expone a partir de un conjunto de procesos socioeconómicos y sociopolíticos de carácter nacional, que se fueron acumulando a lo largo de estas décadas. Estos aspectos nacionales también han estado intrínsecamente vinculados con procesos más amplios de globalización neoliberal, que se han venido desarrollando desde los años 70 en el sistema capitalista mundial y que han alterado profundamente las relaciones centro-periferia que predominaron entre los Estados nacionales después de la Segunda Guerra Mundial. Por ello, la historia que se busca comprender aquí es de significativa complejidad, multidimensional, y aun con aspectos de interpretación difícil y/u oscura.




  El último cuarto del siglo XX ha sido el escenario de un proceso de recomposición o reestructuración del capitalismo que aún no culmina y en el cual todas las sociedades del planeta han sido afectadas en mayor o menor grado. Iniciado, según algunos, a fines de los años 60, por una típica crisis de sobreacumulación en los países industrializados, en la década del 70 se superpuso a ella la devaluación del dólar y la crisis energética. A partir de entonces se fue desarrollando un abigarrado complejo de políticas económico-financieras y procesos de distinta naturaleza, entre ellos las innovaciones informáticas y comunicacionales, así como los asombrosos cambios políticos de Centroeuropa bajo la égida del capitalismo financiero, que han tendido a la integración de Estados y sociedades a un sistema económico único. América Latina ha estado inmersa en estas transformaciones, afectada profundamente en los años 80 con la “crisis de la deuda” y su consecuencia directa, la llamada por la Cepal “década perdida”. Fue en los años 80 cuando todos los indicadores socioeconómicos de nuestras sociedades retrocedieron y comenzó el calvario de las políticas de ajuste y reestructuración económica, impuestas a las economías de la región por las agencias multilaterales de crédito, dominadas por los intereses de las fuerzas económicas y políticas de los países centrales. Gobiernos de extrema derecha en EE.UU., Inglaterra y otros, buscaron corregir las disfunciones de sus economías mediante la imposición en la periferia de formas de aguda explotación y dominación.




  Es sobre este escenario de fondo, llamado por algunos “globalización neoliberal” y por otros “mundialización”, donde arranca la trama venezolana que aquí analizaremos. Venezuela, por su condición múltiple de país periférico en el sistema capitalista mundial, petrolero y democrático, parece haber sido especial y contradictoriamente influido por los intensos reacomodos económicos, geopolíticos y socioculturales que se desarrollan en la esfera del capitalismo desde entonces. Su estrecho vínculo histórico con EE.UU., como seguro proveedor del estratégico combustible para su maquinaria industrial y militar, la ha colocado en una situación difícil para ejercer su soberanía, toda vez que ese país se ha constituido en esta etapa en la potencia militar e “imperial” única del planeta, que no duda en ejercer su fuerza para garantizar los intereses de las corporaciones transnacionales que se albergan en su territorio. Por otra parte, Venezuela es una de las democracias más antiguas de América Latina, y en los últimos seis años su cambio hegemónico, cuya dirección anda a contracorriente del neoliberalismo que prevalece como ideología en el orden internacional, se ha visto respaldado con recurrentes procesos electorales y una intensa política de la calle. La transformación de la sociedad venezolana a través de cauces propios ha sido recibida con enorme disgusto por parte de las fuerzas que actualmente dominan el mundo. Por ésto y otros desarrollos vividos con intensidad a lo largo de estos años, este análisis trasciende el caso particular, y muchos de los procesos que aquí se analizan contribuirán a echar luz sobre otras traumáticas experiencias de sociedades periféricas en el contexto de estas transformaciones.




  El libro está dividido en cuatro partes, que corresponden a distintos ejes temáticos. Cada parte a su vez se desglosa en capítulos que buscan desarrollar en profundidad un aspecto esencial de cada tema en cuestión.




  La primera parte corresponde al escenario donde se desenvuelve la crisis y la lucha hegemónica. Se llama “El Pacto de Puntofijo se derrumba y resurge la protesta popular”. En ella se da cuenta del conjunto de factores socioeconómicos y sociopolíticos que explican, anuncian y condicionan los procesos de cambio. Esta parte comprende cinco capítulos, los dos primeros centrados en examinar los indicadores socioeconómicos y las condiciones político-institucionales que engendraron la crisis de hegemonía del pasado proyecto político. Los otros tres revisan e interpretan la movilización popular que ha tenido lugar, tomando como eje el Caracazo.




  La segunda parte aborda el fenómeno de la emergencia de nuevos liderazgos en la sociedad venezolana, es decir, la aparición y/o vigorización de actores sociales y políticos que buscan sustituir a actores antes protagónicos, en particular a los partidos Acción Democrática y Copei, que son cada vez más rechazados por la población. Esta parte se llama “En búsqueda de liderazgos alternativos. Partidos de vocación popular en los años 90”. En Venezuela, al igual que en el resto de América Latina, la recesión económica, la aplicación de políticas de ajuste y reestructuración de naturaleza neoliberal, con la consecuente descomposición social, creciente pobreza y profundización de la desigualdad y exclusión sociales, abrieron el camino para una pronunciada polarización social. Pero a diferencia de otros países de la región, esta polarización comenzó a expresarse políticamente desde los años 90 con el crecimiento electoral de organizaciones que elaboran discursos en sintonía con los anhelos de los sectores pobres y empobrecidos, evidenciando una política que se ha orientado por discursos “de clase”. Aquí se examinan en sus orígenes y primeros desempeños los actores de vocación popular, que alcanzan precaria o más permanente hegemonía a lo largo del período. Tales son los casos de La Causa R, Convergencia, el Movimiento Bolivariano 200 o el Movimiento Quinta República. Esta parte está compuesta por tres capítulos.




  La tercera parte, “Implantación de una nueva hegemonía”, presenta la lucha por el poder de los nuevos y viejos actores políticos, tanto en el marco institucional por excelencia de los regímenes democráticos, las elecciones en sus distintos niveles de la administración pública, como también en la arena extraconstitucional de la insurgencia. Desde 1989, el año del dramático Caracazo, los electores fueron ensayando, elección tras elección, alternativas para la transformación de la democracia venezolana. Sería en 1998, tras la acumulación de reiteradas frustraciones frente a las autoridades que elegían, cuando los electores se radicalizarían votando masivamente por un cambio contundente, encarnado en la figura del comandante del fallido golpe de Estado de 1992, Hugo Chávez Frías, y su alianza política, el Polo Patriótico. Desde entonces y hasta agosto de 2004, cuando tuvo lugar el referendo revocatorio presidencial, que reafirmó el liderazgo del proyecto bolivariano, la lucha por la hegemonía fue intensa, a veces feroz, revelando una honda polarización sociopolítica entre proyectos para el país hasta ahora con pocos puntos de encuentro. Esta parte está compuesta por cuatro capítulos.




  La cuarta y última parte está dirigida a analizar gestiones gubernamentales, en distintos niveles de la administración pública, que llevan la impronta del proyecto hegemónico en construcción, de naturaleza popular y/o de izquierda. Esta parte se ha intitulado “Gestiones de la nueva hegemonía” y busca identificar en los gobiernos de La Causa R de los años 90 y en algunos aspectos de la gestión gubernamental actual del presidente Chávez claves fundamentales del proyecto sociopolítico que hoy orienta el futuro de la sociedad venezolana. Esta parte está compuesta por tres capítulos. El libro cierra con un epílogo. Contiene adicionalmente una selección de fotos ilustrativas de la atmósfera y eventos de la época, y al final se presenta una lista de las abreviaturas más usadas y una bibliografía general.




  Parte 1


  El modelo de Puntofijo se derrumba y resurge la protesta popular




  Capítulo 1


  Ajustes, declive socioeconómico y violencia cotidiana hasta 1999[1]





  A fines de los años 70 se inició para la sociedad venezolana un proceso sostenido de deterioro económico que significaría una dramática involución en la calidad de vida de vastos sectores de la población, así como el paulatino cierre de las expectativas de progreso para quienes aún no habían visto cumplidas las promesas de mejora en su calidad de vida ofrecidas por la democracia de “Puntofijo”. La recesión económica va a producir retrocesos en importantes logros sociales obtenidos durante el desenvolvimiento del modelo de sustitución de importaciones, creando las condiciones para el malestar de diversos actores sociales y políticos, que protagonizarán las intensas y confrontacionales movilizaciones de fin de siglo.




  Buscando conjurar este declive, al menos desde el gobierno de Luis Herrera Campíns (1979-1984), se comenzaron a aplicar a la economía políticas de ajuste macroeconómico y reestructuración de orientación neoliberal. Los varios intentos que se dieron estuvieron signados por su corta duración. Los dos primeros, correspondientes a los gobiernos de Herrera Campíns y Jaime Lusinchi, fueron bastante inconsistentes, y los dos siguientes, de los gobiernos de Carlos Andrés Pérez y Rafael Caldera, si bien fueron más consistentes, encontraron una fuerte resistencia popular que culminó con sus derrotas políticas. Esta sucesión de intentos fallidos permite catalogar al caso venezolano como ejemplo de una sociedad con “fatiga de ajuste”, entendiendo por tal a una sociedad que, por lo reiterado de los ensayos fracasados, pierde confianza en la capacidad de ese proyecto para superar la crisis. Por otra parte, tales fracasos acentuaron y profundizaron el declive económico del país iniciado por el agotamiento del modelo de desarrollo anterior, reforzando las tendencias al deterioro social y potenciando el creciente descontento político con los partidos.




  Los tres paquetes de ajuste macroeconómico




  Aunque el gobierno de Herrera Campíns, iniciado en 1979, tuvo algunas orientaciones neoliberales expresadas inicialmente en su programa de campaña y en el VI Plan de la Nación, la convergencia del segundo boom de precios petroleros (1979-81) con la fuerza de las rutinas e inercia del petro-Estado venezolano conspiraron en contra de la implementación de estas y en rigor no se aplicó durante ese gobierno un programa de ajuste. Más bien, el gobierno terminó actuando en la forma que había criticado a sus antecesores, es decir, utilizando el ingreso fiscal como dinamizador de la economía y desembocando al final de su mandato en una situación de severa dificultad económica.




  El gobierno siguiente, de Jaime Lusinchi, que se inició en febrero de 1984, comenzó, por tanto, en medio de una recesión económica que se arrastraba ya por varios años. Pese a que entre 1979 y 1981 el Estado venezolano había percibido un ingreso mayor que lo obtenido en los cinco años del primer gobierno de Pérez (1974-1979), los recursos resultaron insuficientes para cubrir los múltiples compromisos adquiridos por el Estado con la sociedad. Desde 1979 había comenzado en Venezuela el declive inexorable del modelo de desarrollo sustentado en la renta petrolera, expresado, en primer lugar, en el estancamiento del ritmo de la actividad económica. En 1983, la combinación de este estancamiento con los retardos del gobierno de Herrera Campíns para refinanciar la deuda externa, junto con la situación en evolución del sistema capitalista mundial, que pasaba por reajustes profundos, desembocaron en la decisión gubernamental de devaluar el bolívar e ir a un sistema de cambio preferencial. El 18 de febrero se oficializaron estas medidas. Esa fecha se conoce en Venezuela como el Viernes Negro y fue la primera señal de alerta para la sociedad sobre la crisis económica que se prolongaría con altibajos hasta entrado el siglo XXI. Un titular de prensa por aquella época sintetizó el estado de ánimo de parte de la población: “La fiesta se acabó”.




  El presidente Lusinchi tomó posesión un año después, respaldado por una de las mayores votaciones para presidente que registra la historia electoral venezolana. Poco después, anunció un paquete económico que seguía algunas de las pautas emanadas de las agencias financieras internacionales, si bien, strictu sensu, no era un plan de ajuste macroeconómico derivado de un acuerdo formal con el Fondo Monetario Internacional (FMI), sino un compromiso unilateralmente asumido por el gobierno, el cual buscó con esta iniciativa crearse condiciones favorables para obtener un refinanciamiento de su deuda externa, calculada entre las cuatro más cuantiosas de la región. El ajuste del gobierno de Lusinchi califica como un “paquete heterodoxo”, pues reunía algunas de las características que encajan con esa clasificación: mantuvo un rol activo del Estado en la inversión y regulación económica, no estaba directamente vinculado al FMI y confería mayor importancia y prioridad a los tópicos de la distribución y el empleo que los programas ortodoxos. Señalemos escuetamente las medidas fundamentales que se anunciaron en febrero de 1984:




  

    	Nueva devaluación del bolívar y establecimiento de un sistema cambiario con cuatro tipos de cambio diferencial.




    	Medidas compensatorias no salariales para aminorar el impacto del ajuste en la remuneración de los trabajadores en sustitución de los tradicionales aumentos generales de sueldos y salarios que decretaban con anterioridad los gobiernos. Se anunciaron un bono de transporte para los asalariados que devengaban menos de Bs. 3.000 al mes por un período de dos años y el establecimiento de comedores industriales.




    	Continuación y profundización del sistema administrado de precios que venía desenvolviéndose desde el gobierno anterior y que en la práctica significó en los meses siguientes una liberalización de precios de bienes y servicios.




    	Aumentos del precio de la gasolina y otros derivados de hidrocarburos en el mercado interno.




    	Voluntad de no aumentar la burocracia y reducir los gastos de funcionamiento del Estado.


  




  Junto a estas medidas de corte neoliberal, se anunciaron otras no cónsonas con esa doctrina económica, como medidas tendientes a estimular el desarrollo agropecuario, una baja de las tasas de interés, medidas de estímulo a la generación de nuevos empleos, como el incremento en 10% de nómina de las empresas el próximo semestre y el pago de las deudas internas del Estado, sobre todo aquellas contraídas con los agricultores y pequeños y medianos empresarios.




  Como señal de las contradicciones que se vivían en el seno del gobierno por estas decisiones, pocos meses después se presentó el VII Plan de la Nación, el cual diagnosticaba con lucidez el agotamiento irreversible del viejo modelo de desarrollo industrialista, pero propugnaba la reestructuración económica siguiendo orientaciones en lo fundamental distintas a la concepción neoliberal. El VII Plan planteaba una estrategia general que articulaba una estrategia de crecimiento, una estrategia social y una estrategia política. Dicha estrategia global, siguiendo los paradigmas de la planificación estratégica, descansaba para su viabilidad en dos bases: la conformación de un proyecto político consensual llamado “El Pacto Social” y la reestructuración del Estado. En lo que se refiere a la estrategia económica se promovían como ejes dinamizadores a la agricultura, la industria y el turismo, buscándose simultáneamente una transformación y modernización del sector público para redefinir su rol en la actividad económica. El plan expresaba la intención de privatizar o transferir al sector privado un conjunto de actividades y servicios, pero pensado como estrategia para democratizar la base de sustentación de la sociedad civil, pues se proponía la creación de un tercer sistema de propiedad, el “Sistema Económico de Cooperación” a fin de extender el acceso a la propiedad empresarial a los trabajadores y equilibrar así las relaciones de propiedad.




  El VII Plan encontró un feroz rechazo por parte del sector empresarial, que vio con horror el tercer sistema de propiedad. El ministro renunció en diciembre de 1984 y el plan nunca llegó a implementarse. En sustitución, el gobierno dio un cambio significativo de estrategia y elaboró un Plan Trienal de Inversiones, centrando su propuesta económica en el refinanciamiento y pago de la deuda externa, para lo cual se plegaría a las directrices y exigencias de las agencias financieras internacionales.




  En diciembre de 1986 el gobierno de Lusinchi volvió a decretar una nueva devaluación del bolívar. Confrontado por una reducción drástica de los precios del barril de petróleo en el mercado mundial ese año, el gobierno recurrió otra vez a este peligroso expediente para equilibrar la balanza de pagos. Este “golpe de timón”, como fue llamado por el gobierno, no significó, empero, un nuevo paquete macroeconómico y más bien puede afirmarse que este fue interrumpido. Para esta fecha, ya se había logrado refinanciar la deuda externa, después de cumplir con una de las exigencias más onerosas y absurdas impuestas por las agencias internacionales: el reconocimiento de la deuda externa privada a dólar preferencial, así como el otorgamiento de un aval público como garantía de pago de esa deuda. La acción del gobierno a partir de esta fecha se caracterizará por, aún manteniendo algunos de los rasgos del paquete de 1984, la expansión del gasto fiscal con el objetivo de terminar el mandato con altos niveles de popularidad y asegurar el triunfo electoral del partido de gobierno. Esto trajo como consecuencia una merma excesiva de las reservas internacionales, la cual, en combinación con otros desequilibrios económicos, llevó al presidente a declarar una moratoria del pago de la deuda en enero de 1989, un mes antes de finalizar el período constitucional, y pasadas ya las elecciones presidenciales donde triunfó Pérez, el candidato de AD.




  El segundo paquete ensayado en Venezuela sería el anunciado por el presidente Pérez pocos días después de su segunda toma de posesión. Los principales indicadores macroeconómicos con los cuales terminó la gestión de Lusinchi fueron tan alarmantes que hicieron inevitables cambios sustanciales en la orientación económica del gobierno. La inflación llegó a alcanzar cifras históricas de 28,08% y 29,46% en 1987 y 1988 respectivamente, las reservas internacionales cayeron a $6.555 millones al cierre del año 1988 y el déficit fiscal global en el momento del cambio de gobierno representaba el 15,1% del PIB. La nueva orientación por la cual opta el gobierno sí puede catalogarse como un programa de ajuste de naturaleza ortodoxa, pues fue resultado de un compromiso formal con el FMI y cumplió con todos los requerimientos exigidos por este.




  El programa de ajuste macroeconómico del gobierno de Pérez se resume fundamentalmente en la Carta de Intención firmada con el FMI en Washington el 28 de febrero de 1989. Sus contenidos principales fueron: a) restricción del gasto fiscal; b) restricción de los niveles salariales; c) unificación del régimen cambiario con paridad unitaria y flotante; d) tasas de interés flexibles y aumento inmediato de los niveles de las tasas de interés reguladas, eliminación de los créditos a tasas preferenciales para la agricultura, establecimiento de las tasas de interés por el mercado tan pronto como fuera posible; e) reducción de los controles de precios; f) posposición de programas de inversión de baja prioridad; g) reducción de subsidios; h) introducción de un impuesto sobre la venta; i) ajuste de las tarifas de los bienes y servicios provistos por empresas estatales, incluyendo los precios de los productos petroleros en el mercado interno; j) reforma en el régimen comercial, incluyendo la eliminación de la mayor parte de las excepciones en las tarifas y liberalización de las importaciones; k) levantamiento a las restricciones de las transacciones internacionales, incluyendo la inversión extranjera y la repatriación de dividendos.




  Para compensar los efectos negativos sobre los sectores populares, el gobierno ofreció como políticas sociales: a) política de subsidios directos a los componentes de la canasta básica; b) programa de becas alimentarias; c) constitución de 42.000 hogares de cuidado diario; d) reforzamiento de programas de control del lactante y del preescolar; combate de las enfermedades diarreicas, respiratorias y las que son prevenibles por vacunas; e) plan de consolidación de barrios; f) política de apoyo a microempresas; g) programa masivo de transferencias alimentarias dirigido a niños de hasta 14 años, a madres embarazadas y a lactantes; h) amplia acción dedicada a consolidar los ambulatorios de salud; i) programa destinado a la organización y estructuración de un sistema de seguridad social; j) creación de la Comisión Presidencial para la Lucha contra la Pobreza. Las medidas tanto económicas como sociales, en riña con los procedimientos propios de un régimen de democracia, no fueron sometidas a la consulta del Congreso Nacional ni conocidas por la opinión pública sino después de haber sido firmada la Carta.




  En contraste con la experiencia vivida durante el gobierno de Lusinchi, en el gobierno de Pérez hubo armonía entre las medidas de ajuste macroeconómico, contenidas en la Carta de Intención, y las políticas tendientes a la búsqueda de una reestructuración de la economía, concretadas en los seis “lineamientos” del VIII Plan de la Nación, llamado también “El gran viraje”. En este último se estableció un “hexágono estratégico” constituido por: a) crecimiento sin inflación; b) competitividad internacional; c) conservación de los recursos naturales; d) cambio institucional; e) capitalización de los recursos humanos; f) compromiso social. A través de estas orientaciones se persiguieron como objetivos la disminución de la intervención estatal y del peso del Estado en la economía, la reducción de la dependencia de la economía venezolana del petróleo, el crecimiento económico sostenido sin inflación, privilegiar la industrialización para la exportación, aumentar la productividad del trabajo, aumentar el gasto social y erradicar la pobreza extrema, mejorar la distribución de la riqueza, democratizar la propiedad y la gerencia, transferir propiedades a formas asociativas laborales y profundizar el sistema democrático.




  Este paquete desencadenó la más vasta, enconada –llegando en muchos momentos a ser violenta– resistencia de la población venezolana. Entre los episodios más destacados del rechazo a estas políticas de ajuste estuvieron el Sacudón o Caracazo de febrero y marzo de 1989 y los fracasados golpes de Estado del año 1992, detonantes de una crisis política que culminaría con la destitución del presidente Pérez y el establecimiento de un Gobierno interino para finalizar el período gubernamental. Con los golpes de Estado, las políticas de ajuste y reestructuración económica perdieron su empuje y coherencia. Fueron políticamente derrotadas.




  En diciembre de 1993, luego de una campaña electoral montada sobre la crítica a las políticas económicas de orientación neoliberal, triunfó en las elecciones presidenciales Rafael Caldera. Durante sus primeros dos años, el nuevo gobierno buscó afanosamente armar una propuesta coherente de política económica no ceñida al paradigma neoliberal para superar la crisis. Pero un contexto internacional fuertemente adverso a ensayos no apegados a las orientaciones del consenso de Washington, junto con la más dramática crisis financiera y bancaria del siglo, así como contradicciones en el seno del gabinete económico forzaron al gobierno, en 1996, a buscar el auxilio del FMI. Se aplicó entonces el tercer paquete de ajustes, bautizado en esta oportunidad con el nombre de “Agenda Venezuela”.




  Fue en el mes de abril de ese año, en un contexto político muy diferente al existente para el momento de la presentación del paquete de Pérez, pues importantes sectores de la vida nacional venían clamando por la definición de un programa económico, cuando el presidente Caldera presentó a la nación el tercer programa de ajuste que, al igual que el de Pérez, puede caracterizarse como de naturaleza ortodoxa. La Agenda Venezuela buscó superar, como lo hizo el paquete de Pérez en su momento, una crisis coyuntural, en este caso una crisis bancaria y financiera, y aprovecharla para comenzar a echar las bases de una economía abierta de mercado. Si bien las políticas sociales contenidas en la Agenda se presentan de manera más elaborada y cuidada que en “el gran viraje” de Pérez, dándoseles más relevancia retórica y política que en este, la implementación de ambos significó para el país la aplicación previa de un programa de ajuste macroeconómico bastante similar. Las medidas tomadas a partir del mes de abril de 1996 fueron:




  

    	Aumento del precio de la gasolina y demás derivados de los hidrocarburos en el mercado interno.


    	Liberación de las tarifas de los servicios públicos.


    	Liberación plena del sistema de control de cambios, con la consiguiente devaluación del bolívar.


    	Incremento de las tasas de interés.


    	Aumento del porcentaje a pagar por el impuesto a las ventas.


    	Plan de privatización de empresas públicas.


    	Liberación de todos los controles de precios, quedando solo controlados los precios de cinco artículos esenciales de la dieta del venezolano.


    	Creación de un fondo para la protección del sistema bancario.


    	Inicio de la discusión para la reforma del sistema de prestaciones sociales.


    	Programas sociales de enfoque focalizado para proteger a los sectores más vulnerables de la población.


  




  Para la reestructuración de la economía, apegado también a la orientación neoliberal, el gobierno presentó los lineamientos básicos de un conjunto de siete políticas globales en materia fiscal, cambiaria, financiera, laboral y otras.




  Aunque en el texto de la Agenda Venezuela fue apenas mencionado, formaron parte sustancial del paquete de Caldera los programas petroleros, agrupados bajo lo que se conoció como la política de “Apertura Petrolera”. Si bien, en rigor, el inicio de esta política era anterior al gobierno de Caldera, fue bajo este que alcanzó su mayor despliegue. Siguiendo la misma orientación doctrinaria del programa de ajuste, la política de apertura planteó para el sector petrolero la transferencia del sector público al privado de actividades tanto conexas como medulares de la industria petrolera nacionalizada en 1976. Esta política estaba inserta en una nueva visión de la relación del Estado venezolano con la OPEP y la injerencia de esta organización en el mercado mundial de hidrocarburos. Durante el gobierno de Caldera se sostuvo –promovido desde la gerencia de Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA)– que los precios internacionales del petróleo debían ser fijados por leyes del mercado, sin interferencia ni de gobiernos de países productores ni de los consumidores. Esto produjo una relación muy conflictiva con los otros países miembros de la OPEP, la cual se vio acentuada por una expansión de la producción que superaba holgadamente las cuotas acordadas en el seno de la organización.




  Si bien la resistencia popular a la Agenda en un principio fue menos dramática que la confrontada por el paquete de Pérez, la caída de los precios internacionales del petróleo a partir de octubre de 1997, a la cual contribuyó la política de apertura y expansión de la producción en Venezuela, jugaría un papel relevante en la derrota política de la Agenda, expresada en el triunfo de Hugo Chávez Frías en los comicios presidenciales de diciembre de 1998. Fue Chávez el único candidato que en su discurso de campaña se opuso a las políticas de apertura en materia petrolera.




  El empobrecimiento de los venezolanos




  Independientemente de que los fracasos de los programas de ajuste en Venezuela se deban a causas políticas o a fallas intrínsecas del propio modelo, lo cierto es que la mayoría de la población venezolana percibió, desde mediados de los años 80, que la combinación del agotamiento del modelo de desarrollo de industrialización por sustitución de importaciones y la aplicación de programas de ajuste y reestructuración según lo pautado por orientaciones neoliberales le estaba significando un empobrecimiento sostenido. Esta percepción tendrá crecientes repercusiones en el orden político, estimulando el desarrollo de un proceso de crítica y deslegitimación de los actores políticos que habían sido responsables de aplicar estos programas, así como incentivando una profunda desconfianza y rechazo a las políticas neoliberales como expediente de salida de la situación que se padecía.




  A continuación presentamos, en el cuadro Nº 1, el comportamiento de algunos indicadores macroeconómicos con series de tiempo que se inician en 1979, cuando la sociedad venezolana comenzó a mostrar los signos de declive económico. Estas series terminan en 1999, primer año del gobierno de Chávez, cuando se produjo la interrupción del tercer programa de ajuste. Se han resaltado los años en los cuales los programas de ajuste se aplicaron sostenidamente.
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  Podemos ver, en la segunda columna del cuadro, cómo los indicadores del PIB y su variación porcentual revelan la naturaleza errática de la economía venezolana desde 1979, pues los años de crecimiento y recesión se intercalan, resultando prácticamente una situación de empate entre unos y otros. La dependencia extrema de nuestra economía de los ingresos provenientes de la venta internacional del petróleo y sus derivados explica en buena medida este comportamiento. Sin embargo, si bien la mayoría de los años que registran un crecimiento superior al 5% corresponden a años de significativo crecimiento de la actividad petrolera, otros no están vinculados a esa variable (por ejemplo, el año 1992), ni un decrecimiento de la actividad petrolera corresponde siempre con un decrecimiento del PIB.




  Se observa que los años 1984, 1989 y 1996, correspondientes al primer año de cada uno de los tres ajustes macroeconómicos, muestran decrecimiento en dos casos (1984 y 1989) y estancamiento en el otro (1996); y en los dos años siguientes, en dos casos hay crecimiento (1985-86 y 1990-91), siendo en uno de ellos moderado. En el tercer caso, hay primero crecimiento (1997) y luego decrecimiento (1998). Así, para el caso venezolano, no podemos afirmar que haya una relación directa entre ajuste y comportamiento del PIB. Lo que sí resalta claramente del cuadro es que en cada primer año de ajuste se registró un incremento significativo del índice de inflación; después se produjo una disminución, pero desde 1984 la economía venezolana no pudo abatir esta variable para llevarla de nuevo a cifras de un dígito. El comportamiento del índice de precios al consumidor para esta serie de 21 años nos indica que lo que en 1979 costaba Bs. 100,00, tuvo en 1999 un precio de Bs. 30.923 Por otra parte, influyó en esta inflación la sostenida devaluación del bolívar, que alcanzó en este período la cifra de 15.238%. El impacto social de estos indicadores macroeconómicos se va a reflejar, en primer lugar, en los indicadores del comportamiento del empleo.




  En el cuadro Nº 2 puede observarse claramente una tendencia a la disminución del empleo formal público que tiende a ser subsanada más por el crecimiento del empleo informal que por el aumento del empleo formal privado. En los años iniciales de la serie, el sector informal osciló en cifras cercanas al 40%, y a partir de 1994 se produjo un salto de ocho puntos en su magnitud, para situarse en los años restantes en cifras cercanas al 48%. Los altos porcentajes del sector informal, que en términos globales indican una tendencia de crecimiento, contrastan con las tendencias del comportamiento del empleo previas al declive del modelo de desarrollo por sustitución de importaciones, pues entre 1969 y 1979, el promedio de las tasas interanuales de aumento del empleo informal apenas alcanzó el 0,1%. Por otra parte, puede observarse que al inicio de cada programa de ajuste se produjo un aumento de la tasa de desocupación que en los tres casos fue superior al 2%. Sin embargo, en los años inmediatos siguientes la evolución de la desocupación cambia para cada caso.
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  La situación de deterioro económico y el incremento del sector informal se expresan en el comportamiento de los ingresos y su distribución. Para 1979 el ingreso promedio anual, medido en bolívares de 1984, fue de Bs. 42.162, mientras que en 1997, luego de veinte años de deterioro sostenido, ese mismo ingreso disminuyó a Bs. 15.299. Estas mismas cifras expresadas en dólares significan que el ingreso para 1979 fue de $5.345 y en 1997 bajó a $3.049. Además, a lo largo de esos mismos años, la distribución del ingreso también se vio deteriorada. Si para 1979 el ingreso del 5% más rico de la población era 41,58 veces superior a los obtenidos por el 5% más pobre, para 1997 esta misma relación se deteriora para llegar a ser 53,11 veces superior (Baptista, 1997). De estos datos se puede colegir claramente el nivel de malestar social que se estaba incubando.




  Otra variable expresiva de la situación padecida y la consecuente tensión que se estaba creando, la pobreza (véase cuadro Nº 3). Aunque hay diferentes metodologías para medir la pobreza y, dependiendo de cuál se escoja, se llega a cifras también distintas, en lo que sí coinciden los resultados obtenidos según las diversas metodologías es en la tendencia general del comportamiento de la pobreza en estos últimos 20 años.




  Para los datos aquí presentados, se definen como hogares en pobreza a aquellos cuyo ingreso familiar per capita es inferior al doble del costo de la canasta normativa de alimentos, y como pobreza extrema los de ingreso familiar per capita inferior al costo de esa canasta. En los datos presentados puede apreciarse una tendencia sostenida al crecimiento tanto de la pobreza como de la pobreza extrema. Más puntualmente, puede observarse que, en el primer año de los tres programas de ajuste, la pobreza y la pobreza extrema, comparadas con el año inmediato anterior, sufrieron un incremento pronunciado. La serie culmina con cifras de pobreza extrema superiores a las cifras de pobreza que existían en Venezuela a principios de los años 80. Para fines de los años 90, ambas cifras son cercanas al triple de lo que fueron al principio de la serie, es decir, para 1998 casi el 50% de las familias son pobres y más de un cuarto son míseras.
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  Expansión de la violencia cotidiana




  Hacia fines de la década de los años 80 se une a la situación de desequilibrios socioeconómicos crecientes un aumento significativo en las cifras de los indicadores de violencia, pasando Venezuela de la condición de sociedad con niveles bajos de violencia en América Latina a ser uno de nivel medio alto, similar en sus tasas de homicidios a México y Brasil.




  Desde finales de la década de los años 60, cuando aminoró la insurrección armada, consolidándose así el sistema democrático conocido hoy como de Puntofijo, y hasta 1989, Venezuela perteneció al grupo de sociedades de baja violencia cotidiana y sociopolítica en América Latina. Si bien acciones de naturaleza violenta venían creciendo en la década de los años 80, las cifras de diversos indicadores, como veremos a continuación, dieron un salto significativo a partir de 1989. Algunos estudiosos han sostenido que el nuevo discurso neoliberal del gobierno de Pérez, así como la encarnizada violencia y violación del Estado de Derecho utilizadas por ese gobierno para enfrentar la revuelta popular conocida como el Caracazo, significaron un quiebre del discurso hegemónico de unión y armonía desarrollado en el pasado para legitimar la democracia venezolana y el inicio del camino para un uso más generalizado de la violencia por parte de la población. Así mismo, las debilidades evidenciadas durante el Caracazo por parte de élites e instituciones políticas para actuar eficientemente en el control de la situación acentuaron el deterioro institucional que desde los años previos venía evolucionando, incidiendo también en el uso de vías extrainstitucionales para resolver los conflictos. Investigaciones como la de Scotto y Castillo, de la Universidad Católica Andrés Bello, corroboran para 1994 que, a raíz de los sucesos de febrero y marzo de 1989, la gente percibió la implantación de la violencia en sus vidas como una presencia permanente.




  El cuadro Nº 4 presenta las cifras de las tasas de homicidios por cada 100.000 habitantes, y su variación porcentual tanto en Caracas como en todo el territorio nacional entre 1986 y 1999. Estas cifras ponen en evidencia el salto que se produjo desde 1989. Si bien en algunos de los años posteriores se registraron disminuciones en las tasas, ellas nunca regresaron a cifras similares a las anteriores al Caracazo.
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  Otros indicadores, que muestran el incremento de la violencia en la vida cotidiana de las personas en estos años, son los que expresan los delitos contra las personas y contra propiedades. Estos muestran aumentos, aunque son menos claros que en la tasa de homicidios arriba mostrada. Las cifras de delitos son menos confiables que las de homicidios, pues en sociedades con instituciones deslegitimadas muchas víctimas de delitos no los denuncian, no quedando por tanto registrados.




  Otro indicador es el de apropiación indebida de vehículos. En el cuadro Nº 5 puede observarse que mientras a partir de 1993 el hurto de vehículos mostraba una tendencia decreciente, el número de robos de vehículos, que comporta un componente mayor de violencia contra los propietarios que el hurto, no dejó de crecer. Adicionalmente, otras cifras indicaban que mientras el uso de la violencia en el total de los delitos registrados en el país en 1990 representaba el 16%, para 1999 había alcanzado el 36%. La tendencia se mantuvo por ese rango en 2000 (33,8%), pero tendió a la baja en 2001 (21,1%).
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  La violencia en los delitos no solo afecta a sus víctimas directas, sino que también impacta a los relacionados con las víctimas directas, a los testigos casuales y a la población en general a través de su cobertura por los medios de comunicación. En encuesta realizada el año 1996 por el sociólogo Roberto Briceño-León en la ciudad de Caracas se obtuvieron resultados alarmantes. El 17% de la población había sido víctima de robo a mano armada el año anterior a la entrevista, 3% había sido golpeada, 11% había sido testigo de cómo herían a otra persona y 10% afirmó haber perdido a algún pariente cercano en un homicidio. Este aumento abrupto del componente violento en la vida cotidiana, junto con el tratamiento que los medios le daban al problema, hizo que los caraqueños se sintieran más inseguros, comparados incluso con los habitantes de otras ciudades más violentas en América Latina. El 33% de los habitantes de Caracas se sentían, a fines de la década, inseguros en su propia comunidad o barrio, 66% de ellos muy inseguros cuando se encontraban en otras partes de la ciudad y el 61% cuando abordaban unidades de transporte colectivo.




  En síntesis, estos indicadores revelan el caldo de cultivo donde germinaron los procesos de crisis y transición sociopolítica de la sociedad a fines del siglo XX.




  Capítulo 2


  Factores políticos y subjetivos que se añaden al declive socioeconómico[2]





  El 16 de febrero de 1989, catorce días después de haber tomado posesión por segunda vez de la Presidencia de la República, Carlos Andrés Pérez anunció al país la decisión de su gobierno de intentar superar la crisis económica y fiscal que había heredado de gobiernos anteriores mediante la aplicación de un programa de ajustes macroeconómicos y un plan de reestructuración de la economía de orientación neoliberal. Era la primera vez que un gobierno venezolano de manera explícita aceptaba someterse a las orientaciones del FMI. Once días después, la población urbana protagonizaría una revuelta popular conocida posteriormente como el Caracazo o el Sacudón. Posterior a ambos sucesos, Venezuela entraría en un período de turbulencias sociopolíticas donde la protesta popular será una constante que llega hasta la actualidad, acompañando y apuntalando transformaciones radicales del orden político establecido desde 1958.




  En este capítulo se presenta un análisis de los factores político-institucionales y subjetivos que condujeron al Caracazo y a la intensa movilización popular que le sucederá en los años siguientes. Argumentamos que este fenómeno de la protesta popular sostenida, si bien tuvo como caldo de cultivo la recesión socioeconómica y su impacto fiscal que analizamos en el capítulo previo, contó también con factores de naturaleza político-institucional, factores subjetivos y ciertos episodios críticos de encuentro con una autoridad injusta que fueron claves para hacer detonar, primero la revuelta popular de febrero de 1989 y luego el ciclo de protestas que estremecería al país a lo largo de la década.




  Aspectos conceptuales




  Mucho se ha debatido desde mediados del siglo XX acerca de los factores que impulsan a la acción colectiva, que no solo en Venezuela, sino en muchas sociedades del planeta se ha venido extendiendo. Superados los prejuicios iniciales que hacían considerar a la protesta como la acción irracional de “turbas” o “masas”, buena parte de la literatura académica actual la reconoce como una acción que tiene su racionalidad propia, un instrumento que en coyunturas específicas es utilizado por multitudes, grupos o actores sociales para alcanzar sus objetivos. Sin embargo, qué impulsa a este tipo de acción, por qué unas sociedades son más proclives a la protesta popular mientras otras lo utilizan raramente, por qué en ciertos momentos se produce una intensificación de la protesta en una sociedad, por qué son distintas las modalidades con que diferentes actores o sociedades protestan son cuestiones objeto de innumerables teorías.




  Un avance teórico fue el abierto en los años 50 por la escuela de historiadores marxistas británicos, cuando argumentaron y demostraron empíricamente para algunos casos europeos que la acción colectiva obedece a una causalidad compleja, donde la privación material puede ser causa necesaria mas nunca suficiente. Entre el hambre y la movilización colectiva, según E. P. Thompson, existe en cada sociedad un conjunto de mediaciones que es necesario conocer y que son las que le dan sus especificidades. A partir de este supuesto, que fue ganando aceptación generalizada, se multiplicaron en la segunda mitad del siglo las interpretaciones sobre dónde colocar el mayor peso explicativo de las causas de la protesta y de sus características peculiares en cada sociedad.




  Es claramente observable, en el caso de Venezuela desde los años 80, que el abrupto y en cierta medida inesperado declive económico del modelo de desarrollo por sustitución de importaciones estableció el primer factor propicio a la acción colectiva al producir, como desarrollamos en el capítulo previo, un sostenido empobrecimiento de porciones significativas de las clases medias venezolanas. A este declive se le sumaron programas de ajuste macroeconómico que no lograron revertir ese empobrecimiento sino que más bien lo acentuaron. No obstante, el empobrecimiento como sola variable no puede explicar el desencadenamiento de la movilización, ni las características distintivas que una determinada sociedad, en este caso la venezolana, le imprime. Si el solo empobrecimiento bastara, todas las sociedades que atraviesan un empobrecimiento análogo al que se dio en la sociedad venezolana reaccionarían igual que esta. Sabemos que aunque la movilización ha ido in crecendo en diferentes sociedades de América Latina, la intensidad, las modalidades o los actores en Ecuador, México o Brasil son bastante distintos entre sí y en relación con Venezuela. Aquí sostenemos que el Caracazo primero, y el desencadenamiento de la protesta popular después, así como sus peculiaridades, están influenciados por otros factores que se desarrollaron principalmente en la década de los años 80.




  En primer lugar, se produjo un cambio en lo que algunos autores como Sydney Tarrow (1996) han definido como la estructura de oportunidades políticas para ciertos sectores de la sociedad. Se entiende por esto que se dieron ciertas alteraciones políticas externas a los grupos o actores sociales que estos percibieron como aprovechables para obtener concesiones del poder. Según la lógica de esta argumentación, las estructuras y/o instituciones del Estado crean oportunidades estables, pero cuando ocurren cambios en ellas se producen brechas que los actores de escasos recursos pueden aprovechar para impulsar sus movimientos. Una división de las élites o una reforma del Estado pueden servir de ejemplos. Los actores que se movilizan toman, y a la vez expanden, las oportunidades políticas, convirtiéndolas en acción colectiva beligerante y sosteniéndolas en el tiempo, gracias a estructuras organizativas que van desarrollando y a marcos culturales que van construyendo. Según Tarrow, la acción colectiva sostenida, al expandirse, va produciendo ciclos o períodos de turbulencia y realineación en el seno de una sociedad. Una vez que un ciclo ha comenzado por la acción de algunos actores, bajan los costos de la acción colectiva para otros actores, levantándose entonces nuevos movimientos sociales que se apoyan más en las oportunidades generales producidas por el ciclo que en sus propios recursos, que pueden ser escasos. Los años turbulentos pueden tener distintos resultados, pero siempre dejan tras de sí expansiones en la participación y cambios en la cultura popular y en la ideología de las sociedades. Este enfoque ayuda a explicar lo que ha venido ocurriendo en Venezuela.




  Vinculados a evidentes cambios político-institucionales que, como desarrollaremos más adelante, estimularon la salida a la calle de sectores pobres y empobrecidos de la sociedad, también es notorio que durante los años 80 se desarrollaron ciertos factores de naturaleza subjetiva que determinaron un cambio de conciencia de estos sectores, lo que también contribuyó a su movilización. Este concepto, que ha sido construido por Francis Fox Piven y Richard Cloward (1977), se refiere a una alteración de la percepción que un actor o grupo tiene de su situación, lo que lo lleva al convencimiento de que es injusta, y a la vez, de que si se moviliza puede alterarla. Los pobres, dicen Piven y Cloward, no salen a la calle si evalúan que corren peligro y/o con ello no se conseguirá nada. La idea del cambio en la conciencia colectiva guarda similitudes con el concepto de indignación moral que usara Barrington Moore para caracterizar los sentimientos de injusticia que surgen en ciertas coyunturas y que provocan la rebeldía, base a su vez de la protesta.




  Al converger oportunidades políticas y cambios en la subjetividad con el sostenido declive de las condiciones materiales de vida en la Venezuela de fines de los años 80, el escenario estaba listo para una creciente movilización popular. No obstante, el momento, las modalidades y la naturaleza de la protesta parecen estar influidos por un tercer factor adicional. Entre 1987 y 1988 acaecieron dos episodios críticos de enfrentamiento entre ciertos sectores sociales y el Estado. Estos episodios revelaron descarnadamente un Estado injusto y arbitrario, que reforzó los factores previos. Pero también durante estos episodios se desarrollaron acciones disruptivas violentas y extrainstitucionales que dieron algunos resultados positivos para quienes se movilizaron. Los encuentros con una autoridad injusta, al decir de William A. Gamson et al., al servir de ejemplos de confrontación entre el poder y sus adversarios, marcan las interacciones posteriores. Por la naturaleza de la confrontación y su proximidad en el tiempo, la revuelta de Mérida de 1987 y la masacre de El Amparo de 1988 dieron pautas al Caracazo. Y ambos, junto con este último, determinarán algunas características de la movilización popular en los años siguientes.




  Cambios en la estructura de oportunidades políticas




  Al observar el desenvolvimiento político institucional de los años 80 se evidencia un paulatino deterioro de actores políticos e instituciones públicas que va a alcanzar un punto de inflexión con los eventos de febrero de 1989 y los meses siguientes, a partir del cual entrarán en un franco proceso de deslegitimación. Los primeros pasos de esta evolución están vinculados al declive del modelo de desarrollo industrialista dinamizado por la renta petrolera que, en combinación con los cambios en el ámbito financiero internacional, llevaron al Viernes Negro de febrero de 1983. Fue a partir de entonces cuando las instituciones de mediación y representación política comenzaron a experimentar permanentes dificultades para cumplir las funciones que les fueron asignadas en el sistema político instaurado desde 1958. Y fue también a partir de entonces cuando comenzaron de manera sostenida a alterarse las relaciones entre poder y sociedad.




  Antes del Viernes Negro, los canales de representación y conciliación de conflictos, pautados en los pactos y alianzas que fundaron el sistema político en 1958 –entre ellos el de Puntofijo, que en la actualidad sirve para identificarlo– ya habían comenzado a mostrarse insuficientes para contener la complejidad de demandas e intereses sectoriales de una sociedad que se había modernizado desde la segunda posguerra con acentuada celeridad. La misma forma como se había diseñado el sistema político con miras a su estabilización, centralizado y otorgándoles preeminencia a los partidos políticos, en especial a sus líderes nacionales sobre otras formas de la sociedad civil, ahora se constituía en obstáculo para permitir la inclusión de los nuevos actores sociales y políticos que la complejidad de intereses demandaba. Por otra parte, los partidos políticos hegemónicos –los signatarios del pacto de Puntofijo, AD y Copei– y los sindicatos que les eran afines, que se agrupaban en la Confederación Venezolana de Trabajadores (CTV), también perdían su dinamismo y capacidad de representación y mediación popular, por el desgaste producido por el ejercicio del poder en el contexto de los dineros abundantes y fáciles del petro-Estado de los años 70.




  Hacia mediados del primer gobierno de Pérez (1974-1979), comenzaron a propagarse las denuncias de autoritarismo y corrupción en el seno del gobierno y de los partidos, por parte de organizaciones de oposición y algunas personalidades. Así mismo, durante los siguientes años de gobierno del presidente Herrera (1979-1984), a estas críticas se sumarían reproches a los partidos y sindicatos por la falta de ideas y debate sobre el porvenir de la sociedad. A partir de 1983, y ante la evidencia de que se agotaba el modelo de desarrollo, que había orientado la economía venezolana sin cumplir sus objetivos de crecimiento industrial autosostenido y de equidad social, comenzó a generalizarse el cuestionamiento al desempeño del Estado desde el inicio de la democracia, así como el diseño y la conducta de los partidos hegemónicos.




  El gobierno de Lusinchi (1984-1989) sumó, al proceso de debilitamiento de los partidos políticos hegemónicos y sus sindicatos ya en marcha, el desprestigio de otras instancias del Estado como el Poder Judicial y la Fiscalía General. La dependencia de estos poderes del Ejecutivo Nacional se hizo patente en este lapso, al dejar de funcionar, entre otros dispositivos, el llamado pacto institucional entre los partidos AD y Copei. Este pacto, que fue ideado a finales de los años 60 para fortalecer la estabilidad institucional, al comprometer a ambos partidos a consultarse y negociar la designación de cargos clave de los poderes públicos, había asegurado, adicionalmente, una relativa independencia de los designados con respecto a directrices partidistas. En 1984, el gobierno aprovechó la mayoría absoluta en el Congreso Nacional que había obtenido en los comicios para romper ese pacto y designó unilateralmente al contralor general de la República, al fiscal general y a cinco magistrados de la Corte Suprema de Justicia (CSJ), con sus respectivos suplentes. Con ello, la dependencia de las instancias encargadas de supervisar al Ejecutivo se hizo directa, socavando su legitimidad y creando condiciones favorables para numerosas irregularidades y abusos de poder.




  Otro aspecto que contribuyó por esos años al descrédito de las instituciones –y con ello a la apertura de una estructura de oportunidades políticas que propiciaba la rebeldía y la movilización popular– tuvo que ver con los desarreglos en la vida privada del presidente, producto de su escisión entre una esposa y familia “oficiales” y otras paralelas. Si bien no fue la primera vez que los venezolanos asistían a esta dualidad en la vida privada de sus mandatarios, lo que le dio ingredientes inéditos al caso del doctor Lusinchi fue el afán protagónico de su amante, quien obtuvo a lo largo del período una creciente injerencia en la acción de gobierno, y aun del partido. Este problema empañó la imagen del presidente, la majestad del cargo y fue el origen de algunos actos de represión y de corrupción, que solo comenzaron a ser ventilados en los últimos días de su gestión y los primeros del segundo gobierno de Pérez, es decir, poco antes del Caracazo. El caso más escandaloso de corrupción administrativa del gobierno fue el que se dio en la Oficina del Régimen de Cambio Diferencial del Ministerio de Hacienda (Recadi), un ente creado por la administración del presidente Herrera después del Viernes Negro para administrar los dólares. En el período constitucional de Lusinchi, allí se elaboró un complicado mecanismo de cambios diferenciales, existiendo un alto grado de discrecionalidad por parte de los funcionarios encargados de tomar las decisiones. Dados los millones de dólares que estaban en juego, se desarrolló un sofisticado sistema de tráfico de influencias en el cual estuvo involucrada la amante del presidente. Se ha calculado que en este proceso ocurrió la apropiación de una suma cercana a los 15.000 millones de dólares por parte de un reducido grupo de privilegiados.
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Cuapro Ne 3. HOGARES EN SITUACION DE POBREZA (1980-1997)

Ado Nimero de % Hogares % Hogares
‘hogares en pobreza en pobreza extrema
1980 2806679 1765 906
1981 2880084 ng 1071
1982 3019932 265 1214
1983 3130682 265 1495
1984 3183339 3758 1890
1985 3an417 um 1660
1986 3412139 3888 1767
1987 3541504 88 1661
1988 3659369 399 1677
1989 3821954 e 2007
1990 3859923 148 1862
1991 3914165 3537 1601
1992 1032402 (23 1552
1993 4190519 n3 1681
1994 4396784 5365 %)
1995 4396354 820 295
199 4549363 6137 3539
1997 1468445 83 2766

Fuente: ESA, 2000,
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CuaDRO N° 1. ALGUNOS INDICADORES MACROECONOMICOS (1979-1999)

Afio PIB  Crecimiento  Inflacién’  Tipode  Reservas
millones (var. PIB) (VarIPO)  cambio” internac,
Bs.1984 (Bs/S)  millones$*
1979 194942 150 128 430 8819
1980 474205 418 289 430 8885
1981 167305 14 1501 130 1409
1982 451781 33 852 430 1624
1983 120009 701 585 9% 12181
1984 410.067 239 1216 1265 13723
1985 115319 129 11,40 1440 12341
1986 431504 391 158 27 11685
1987 450613 649 2808 055 9402
1988 77564 391 2045 930 6555
1989 160813 -351 8447 305 7411
1990 482170 680 4066 5058 11759
1901 532,605 822 3420 6165 14105
1992 556.669 152 3143 7955 13.001
1903 558202 028 812 106,00 12656
1994 545.087 235 o082 17000 11507
1995 566.627 39 509 200,00 9723
199 565506 020 99,87 47650 15220
1997 601534 640 5004 50425 17.818
198 600878 010 3578 564,50 1819
1999 s57.777 720 256 65525 15030

* Promedio anual; Para l cierre de diciembre.
Fuente: Bapisa, 1997;[ESA. 2000:BCV 1962,y cculos propiosen crecimiento  nflacion para s aos.
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CuaDRO N° 5. APROPIACION INDEBIDA DE VEHICULOS (1990-1996)

Tasade hurtos
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Fuente: Sanjun (1997 225y 28)
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CuaDRO N° 4. TASAS DE HOMICIDIOS DE VENEZUELA Y CARACAS (1986-1999)

Adlo Venezuela Caracas

Tasax Incremento Tasax Incremento
100.000 hab. Tasa% 100000hab.  Tasa%

1986 8 1B

1987 8 u

1988 9 19

1989 13 s 3

1990 13 00 “

1991 13 00 *

1992 1 51 8

1993 2 23 £l

1994 2 8 %

1995 2 45 8

199 2 8 B

1997 19 185 o

1998 2 53 &

1999 5 2,0 8

Fuente: Centrode Estudios parala Pz-UCV (2009, Cculos propios para ncremento de tasas.
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Cuapro Ne 2. Fuerza DE TraBAI0 (1983-1998)

Ado PEA  Desocupados  Sector Formal Sector

piiblico privado _informal

%PEA %ocupados % ocupados % ocupados
1983 5407292 1030 287 %60 EEY
1984 5716207 134 078 X pry
1985 5915573 121 018 95 030
198 6107115 1030 1938 12 50
1987 632134 850 189 24 170
1988 6572049 690 1871 819 10
1989 6900568 960 1968 0 .70
1990 7154622 990 1985 3865 50
1991 7417929 870 1907 o 050
1992 7537817 710 1805 23 2950
1993 7546241 630 1680 280 1080
1994 80598 846 1640 29 931
1995 8608653 1022 151 5% B
1996 9024627 1243 3 uxu e
1997 9507125 1065 169 3557 aa
1998 9699330 12 1633 3547 820

Fuente ESA. 2000y clculos propios par algunos pocentes.






